PALABRAS DEL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, LIC. EDUARDO MEDINA MORA EN EL SEGUNDO ENCUENTRO DE EDITORES DE LA SOCIEDAD INTERAMERICANA DE PRENSA.  MÉXICO D.F. 27 DE JUNIO DE 2008.

Señor Enrique Santos Calderón, Vicepresidente de la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP);

Señor, Gonzalo Marroquín, Presidente de la Comisión de Libertad de Prensa de la SIP;
Lic. Raymundo Riva Palacio, Vicepresidente de la Comisión de Libertad de Prensa de la SIP;
Estimados amigos miembros de la Sociedad Interamericana de Prensa:
Me da mucho gusto y les agradezco tener nuevamente la oportunidad de continuar el diálogo con ustedes, editores y periodistas que tienen amplia representatividad e influencia en la opinión pública de México y de otras naciones amigas del continente americano.
En nuestros encuentros previos les he expresado el firme compromiso del Estado mexicano con la defensa de las libertades de expresión y del libre ejercicio del periodismo, que permite a la sociedad estar informada y a la autoridad recoger la percepción ciudadana.
En reuniones con el Presidente de la República, Licenciado Felipe Calderón Hinojosa, han podido comprobar la determinación con la que su gobierno desea colaborar con ustedes en garantizar el libre ejercicio de su profesión.

Los atentados que han sufrido periodistas en México, como ustedes lo han hecho ver con toda claridad, y de eso estamos convencidos también, son atentados contra el conjunto de la sociedad. De hecho, la libertad de expresión que ustedes ejercen cotidianamente es una base importante sobre la que los ciudadanos ejercen las garantías individuales consagradas en nuestra Constitución.

Una población bien informada es una población libre, capaz de resolver sus diferencias en el marco de las leyes, resuelta a crear y multiplicar las condiciones para que todos podamos vivir mejor a partir de las capacidades de cada uno.

Muy lamentablemente, en México el principal enemigo del libre ejercicio del periodismo sigue siendo el crimen organizado. 

El desafío de las organizaciones criminales era serio, muy serio. El Presidente Calderón sabía que una situación así no podía permitirse. Por eso decidió actuar rápido y a fondo en contra de las bandas de narcotraficantes, secuestradores, ladrones, asaltantes y traficantes de personas, que se habían apoderado de espacios para asentarse y fortalecerse en muchos lugares del país, desde años atrás.

El crimen organizado se movía con libertad en esas regiones, lastimando a las familias y comunidades, erosionando con su corrupción las instituciones públicas y, muy especialmente, las corporaciones policiales. Al inocular su veneno a cada vez más niños y jóvenes, las bandas criminales venían “reventando”, literalmente, el tejido social.

Por su poder de intimidación y corrupción de autoridades, que deja indefensa a la sociedad, y por su relación directa con otro tipo de delitos, el narcotráfico se convirtió en el eje central de la cadena delictiva. Ahora, en la medida en que se cierran espacios para el tráfico de drogas, más se dedican a otras actividades, como secuestros, contrabando, robos a transportes, extorsiones y chantaje a los comercios legalmente establecidos, para venderles protección. 

Los integrantes del crimen organizado pasaron de utilizar la disyuntiva plata o plomo, a la de plata y plomo, que en esencia, y tarde o temprano, significa simplemente plomo.

Mediante la intimidación, la corrupción y la violencia, conseguían y todavía consiguen, generar parálisis y apatía, cuando no la franca colaboración de habitantes de los lugares donde tienen influencia. 

Lo primero fue identificar y atacar los pilares en que se sostiene la delincuencia organizada: su capacidad financiera y operativa; las deficiencias de las leyes; la porosidad de las instituciones de seguridad y justicia, y la desconfianza de la gente en las autoridades.

La estrategia con la que estamos actuando considera los cuatro frentes. En primer lugar, utilizando la fuerza legítima del Estado se les están reduciendo espacios, márgenes de operación y capacidad para reforzar su armamento. 

Los buenos resultados en captura de drogas, aprehensiones, consignaciones, extradiciones, decomisos de dinero en efectivo, incautaciones de bienes, armas, vehículos, aeronaves y la inhabilitación de instalaciones y equipos, se han multiplicado en año y medio. 

En las últimas dos semanas hemos presentando balances de resultados de este componente de la estrategia. Los datos que hemos difundido son bien conocidos por ustedes y ahora no los voy a repetir. Baste decir que en todos los casos estos resultados son muy superiores a los de periodos similares en cualquier gobierno anterior, ya sea al principio, en medio o a finales de sexenio. 

La modernización de las leyes secundarias que provienen de la reforma constitucional en materia de seguridad y justicia, nos permitirá poner al día el marco normativo para desarrollar el servicio profesional de carrera policial, del que hoy carecemos, con nuevas bases para restituir dignidad y una visión de futuro al trabajo de los policías.

El tercer componente de la estrategia, depurar y fortalecer las policías federal, estatales y municipales, es de un valor estratégico fundamental, ya que con su recomposición impediremos que los grupos delictivos que estamos atacando se repongan, o se multipliquen. 

El cuarto frente, el de la desconfianza de las personas en la capacidad de la autoridad para protegerlas, el de la reticencia a colaborar con los encargados de combatir a la delincuencia, es por mucho el reto más difícil de abordar y corregir.

Muchos años de inacción, solapamiento y aun de franca complicidad con la delincuencia, contribuyeron a erosionar seriamente la credibilidad de las instituciones encargadas de la seguridad, procuración y administración de justicia. Hoy, lo menos que quiere cualquier persona es acercarse a las instituciones que en principio existen para su protección y su acceso a la jurisdicción de la justicia.

La única manera en que puede abatirse la desconfianza en las instituciones es aplicando estrategias claras con las que puedan conseguirse buenos y comprobables resultados, con responsabilidad demostrada.

Ahora bien, el éxito de este esfuerzo, en el que está en juego la seguridad de todos, personas, comunidades y grupos sociales, incluidos desde luego los periodistas, así como la viabilidad de las instituciones, solo podrá materializarse con la colaboración de todos.

Solamente con la unión de la sociedad y el poder público podremos erradicar los fundamentos en que se apoya la delincuencia. El desmantelamiento de los nodos de poder de las bandas criminales es apenas la superficie de esta guerra que ha emprendido el Estado mexicano.

Sin duda, por las reacciones de los criminales a la acción del Estado, nos encontramos en la etapa más violenta de la estrategia descrita. Los lamentables homicidios en contra de policías de los tres niveles de gobierno, y muy especialmente los de los Policías Federales Edgar Millán e Igor Labastida, son una muestra muy clara de que las acciones del Estado les han afectado. 

Al Gobierno Federal le lastiman las muertes de estos compañeros, como las muertes de todos los mexicanos que han perdido la vida en este escenario de violencia al que nos han llevado los grupos de la delincuencia organizada. Lamentamos estas muertes, las de todos, ya que la pérdida de tantas vidas resta futuro a la sociedad. 

Por ello debemos avanzar a resolver problemas de fondo, reconociendo que tenemos un problema cultural muy arraigado, una tolerancia visible al quebrantamiento de la Ley, una permisividad social que cobija conductas como el consumo de narcóticos, y una indiferencia social hacia el cumplimiento laxo de la Ley que, al final del día y como ya lo dijo el Presidente Felipe Calderón, sólo dan como resultado la impunidad. 

Hay zonas del país donde los estudiantes de secundaria y bachillerato, según lo reveló un encuesta reciente en Culiacán, Sinaloa, aspiran a ser parte de la mafia y conseguir los bienes materiales que esto conlleva en el imaginario de estos muchachos. Les parece más importante que concluir estudios superiores. Esto no puede ni debe ser posible.

El consumo de drogas llega a verse como algo natural, muy propio del paisaje cotidiano. Debemos recomponer estos aspectos de la cultura nacional, asegurar el respeto a la ley y vivir colectivamente conforme a los valores que el país necesita para vivir en paz y avanzar en lo que más importa: la prosperidad y el bienestar compartidos. Esta meta solamente la podremos lograr entre todos. 

Éste es el sentido de la convocatoria que en días pasados hizo el Presidente de la República al conjunto de la nación mexicana, para que cada persona, cada familia, cada comunidad, cada organización de la sociedad, cada uno de los poderes del Estado y de los órdenes de gobierno, pongamos juntos un ¡ya basta! a la inseguridad y la violencia en nuestro territorio.

Por su importancia para fortalecer la cohesión social, identificar a quienes colaboran con la delincuencia o la solapan, y proveer la información que la sociedad necesita para orientar sus conductas y valores, el Presidente hizo un llamado muy especial a los periodistas y los medios de comunicación para que se sumen a este frente.

El llamado es a ponderar las acciones que están deteriorando la capacidad del hampa. Es a que ustedes contribuyan, desde su muy influyente ámbito de acción, a confrontar a quienes están acallando al periodismo libre y buscan atemorizar a la población como una forma de presión para detener la acción del Estado.

Es un llamado a robustecer la investigación equilibrada y profunda para que la población conozca el por qué, el cómo y el para qué de la actividad de las bandas criminales, pero también el por qué, cómo y para qué de lo que la autoridad está haciendo para combatirlas.

El deber del periodista es difundir las noticias. Los atentados de los criminales son noticia, y por eso se divulgan.

La ciudadanía necesita información completa y equilibrada para recuperar su confianza en el Estado y sus instituciones, para colaborar en la denuncia del crimen, para tener la seguridad de que la delincuencia no tiene otro destino que la derrota.

Sin embargo, la difusión reiterada de las manifestaciones más crudas de la violencia criminal, aisladas del contexto en que se producen y se les combate, llega a trivializar la criminalidad, a convertirla en parte del paisaje y del espectáculo del drama cotidiano. 

Esto lo saben bien los criminales y filtran informaciones distorsionadas, equívocas o interesadas, lanzando mensajes de amenaza e intimidación asociados a sus más crueles actos delictivos; presionando y corrompiendo, o francamente acallando las voces de periodistas que investigan la verdad.

Con ello crean desazón, aturdimiento y parálisis en quienes reciben esas noticias.

Sería una paradoja inaceptable, ustedes lo comprenden bien, que por ejercer el legítimo derecho a la libertad de expresión, se hiciera a un lado la reflexión sobre lo peligroso que es hacerle el juego a criminales que, siendo enemigos de todos, lo son también de los periodistas.

En las sociedades de nuestro tiempo, la cohesión y la desintegración, la participación y la apatía, la certidumbre y la desesperanza se reproducen, por mucho, en razón de la manera en que cada persona, en que cada líder de opinión, percibe lo que a simple vista no ve y que sólo puede conocer a través de los medios de comunicación.

Los efectos indeseables de la exposición pública de los hechos criminales son cada vez más motivo de preocupación de medios como los aquí representados, al igual que de las autoridades.

De ahí el llamado a concitar el esfuerzo de los periodistas y de los medios en que laboran, para contribuir a integrar una nación viable, identificada en valores y objetivos compatibles y compartidos.

La convocatoria no es un llamado a unificar las voces de periodistas y medios de comunicación, a disminuir el libre ejercicio de su vocación o a suprimir la crítica. Eso sería un error de costos incuantificables para la democracia y libertades, con que estamos comprometidos los mexicanos.

Los valores éticos y profesionales del periodismo no pueden ni deben ser impuestos por la autoridad. Deben sustentarse en la responsabilidad libremente asumida por los periodistas y los medios en que laboran.

El Presidente no está llamando a un pacto ritual y burocrático, sino a un acuerdo autónomo y de principios, con el objetivo común de combatir al enemigo común.

Es un llamado a la ética, al compromiso profundo de cada comunicador, de cada medio, con los valores esenciales del periodismo.

Es un exhorto a que la calidad de su trabajo y su compromiso con la verdad sean cada vez más la fuente de credibilidad ante sus públicos, más allá del alcance y penetración que por su naturaleza tienen los medios.

La delincuencia organizada exhibe sus crímenes como un método de intimidación de dos vías. Hacia sus rivales y hacia la sociedad, para demostrar a los primeros la violencia que son capaces de ejercer, y para atemorizar y paralizar a los vecinos de los sitios donde operan.

El despliegue de violencia extrema asombra y despierta el olfato periodístico, y la noticia se expande vertiginosamente, con todos los detalles posibles. El estupor social adquiere entonces un efecto mediático adverso a los intereses de todos, menos a los de los criminales.

Entendemos el interés por la noticia exclusiva, por conocer el detalle de los procesos judiciales o identificar a quienes son sujetos de investigación por la probable comisión de delitos. 

Pero entendemos también, e insistimos en que ustedes lo comprendan, que es nuestra responsabilidad resguardar ciertos datos porque así nos lo ordena la ley para que no se obstruya la acción de la justicia.

Compartir responsabilidades en el combate al enemigo común, sin hacer a un lado las obligaciones de comunicadores y autoridades, es perfectamente compatible con los principios del periodismo. Así lo ha demostrado la experiencia internacional, como lo hemos comentado con ustedes en reuniones anteriores.

Entonces, como ahora, insistimos en la importancia de proteger el trabajo de los periodistas mediante prácticas cuidadosas y autorreguladas, que contribuyan a disminuir los riesgos de su actividad y fortalezcan sus capacidades para investigar a fondo, con oportunidad y veracidad.

Es muy grato constatar que en México, como en otros países, son cada vez más los medios que se conducen responsablemente a partir de sus propios códigos de ética periodística. Este es el mejor camino para sumar esfuerzos, y es también el sentido de la convocatoria presidencial a que me he referido.

Desde luego, antes como ahora, ratifico el compromiso de la Procuraduría General de la República con la protección material y legal al ejercicio de la función periodística, de manera directa cuando la ley nos faculta para ello, y a través de la colaboración con las autoridades locales cuando esa protección excede nuestras atribuciones.

Seguiremos trabajando en todos los casos de delitos contra periodistas, que hoy son competencia directa de la Procuraduría, y fortaleceremos las facultades, recursos y capacidades técnicas y materiales de la Fiscalía Especializada para Atender los Delitos Cometidos contra Periodistas.

Estoy muy consciente de la preocupación de la Sociedad Interamericana de Prensa en el sentido de que sean más amplias las facultades de la federación para perseguir delitos que se relacionan con la actividad de los periodistas. La impunidad no es una buena opción para nadie, y mucho menos para el país. 

Por eso llevaremos al Congreso de la Unión una iniciativa que facilite atraer a la competencia federal los delitos que atentan contra el libre ejercicio del periodismo.

Compartir responsabilidades y esfuerzos con los periodistas y los medios de comunicación para fortalecer la cultura de apego a la ley, es nuestro compromiso con la convocatoria del Presidente Calderón.

Estoy convencido que mientras más pronto se asuma el sentido de la estrategia contra el crimen organizado, más pronto reduciremos entre todos lo que hoy es un riesgo para la seguridad del Estado.

Si las agresiones a periodistas vienen del crimen organizado, principalmente de las bandas del narcotráfico, en la medida en que podamos reducirlas a su mínima expresión, en esa misma medida el Estado protegerá mejor la labor periodística.

Por eso es importante que los medios de comunicación den puntual seguimiento, por ejemplo, al rumbo que vayan tomando las leyes secundarias de la reforma constitucional al sistema de seguridad y justicia, y verifiquen si se apegan o se apartan de la voluntad nacional de construir un verdadero Estado de derecho. 

Por eso es importante que vigilen muy de cerca la evolución del sistema nacional de seguridad pública y la eficacia del poder público en la selección, formación y control del personal de las corporaciones policíacas y las instituciones de procuración y administración de justicia.

Por eso es importante que los periodistas denuncien la colaboración de los malos servidores públicos con organizaciones delictivas.

Por eso es importante que sigan exigiendo garantías para la libre expresión de las ideas y el ejercicio sin cortapisas del trabajo periodístico, como lo ha venido haciendo la Sociedad Interamericana de Prensa. 

Ejercer las libertades de expresión y de prensa es derecho de la población, no una dádiva de los gobernantes.

Construyamos las reglas del ejercicio de la comunicación con que los periodistas y las autoridades responsables podamos trabajar juntos, para informar como es debido a la sociedad y que la libertad de expresión sea uno de los más importantes arietes en contra del crimen organizado.
Esto se hizo en Colombia, en momentos críticos. Hace casi una década, El Tiempo y los medios de comunicación colombianos tomaron la decisión de hacer que la información construyera una conciencia crítica, informara sobre los hechos y también advirtiera los riesgos que conlleva aceptar la cultura de la violencia y el incumplimiento de la Ley.

El ejemplo de que se puede trabajar juntos existe, la Procuraduría General de la República comparte la preocupación por extender y arraigar los principios y valores auténticos del periodismo, y por desterrar los vicios que por años se les han opuesto.

Por eso he instruido a los encargados de nuestra relación con los periodistas a seguir facilitando su trabajo proveyéndolos con toda la información que la ley nos autoriza a entregar, y a hacerlo sin distingos, sin privilegios, sin filtraciones, sin engaños, sin prácticas de corrupción, como lo hemos hecho desde el inicio de este gobierno.

Construir juntos un entorno seguro para el desarrollo de estas libertades, es el llamado del Presidente Felipe Calderón a los periodistas, y una de las prioridades más elevadas del Estado mexicano y, desde luego, de la Procuraduría General de la República.

Muchas gracias.
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